
Número 6.- Sesión ordinaria celebrada por la Junta de Gobierno Local en 
primera convocatoria el lunes, dieciséis de febrero del año dos mil 
veintiséis.  

 
 

ASISTENTES 
 
 

Presidente  
D. José Javier Ruiz Arana  

 
 

Tenientes de Alcalde   
D. Daniel Manrique de Lara Quirós  

Dª. Encarnación Niño Rico  
 
 

Concejales 
Dª Esther Mercedes García Fuentes  
D. Manuel Jesús Puyana Gutiérrez  

Dª Nuria López Flores  
D. José Antonio Medina Sánchez  

 
 

Vicesecretaria General 
Dª María Antonia Fraile Martín  

 
 

 En la Villa de Rota, siendo las trece horas del lunes, dieciséis de 
febrero del año dos mil veintiséis, en la Sala de Comisiones del Palacio 
Municipal Castillo de Luna, se reúne la Junta de Gobierno Local de este 
Excelentísimo Ayuntamiento, a fin de celebrar en primera convocatoria su 
reglamentaria sesión ordinaria semanal. 
 

 Preside el Sr. Alcalde, D. José Javier Ruiz Arana, y asisten las 
personas que anteriormente se han relacionado. 
 

 Abierta la sesión, fueron dados a conocer los asuntos que figuran 
en el orden del día, previamente distribuido. 
 
 
PUNTO 1º.- APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESIÓN 

CELEBRADA EL DIA 9 DE FEBRERO DE 2026. 
 
 
Conocida el acta de la sesión celebrada el día nueve de febrero del 

año dos mil veintiséis, número 5 y una vez preguntado por el Sr. Presidente si 
se ha leído y si se está conforme con la misma, la Junta de Gobierno Local, por 



 
 
 
 
unanimidad, acuerda aprobarla, y que se transcriba en el Libro de Actas 
correspondiente a la Junta de Gobierno Local. 

 
 
PUNTO 2º.- COMUNICADOS Y DISPOSICIONES OFICIALES. 
 
 
2.1.- Anuncio de este Ayuntamiento por el que se hace pública la Lista 

Cobratoria de la Tasa Municipal por instalaciones en terrenos de 
uso público (Casetas Fijas instaladas en el Recinto Ferial).  

 
 
 Se da cuenta por la Sra. Vicesecretaria General de la publicación 
en el Boletín Oficial de la Provincia número 27 del día 10 de febrero de 2026, 
páginas 4 y 5 del anuncio número 12.549, por el que se hace pública la Lista 
Cobratoria de la Tasa Municipal por instalaciones en terrenos de uso público 
(Casetas Fijas instaladas en el Recinto Ferial). 
  

    La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado al Departamento Municipal de Gestión Tributaria.  

 
 
 2.2.-   Informa la Sra. Vicesecretaria que el Consejo de Ministros declara 

zonas afectadas por una emergencia de protección civil, 
conteniendo ayudas a las Corporaciones Locales.  

 
     

 Se informa por la Sra. Vicesecretaria General que el Consejo de 
Ministros declara zonas afectadas por una emergencia de protección civil, 
conteniendo ayudas a las Corporaciones Locales. 

 
    La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 

unanimidad se de traslado a la Delegación Municipal de Urbanismo, a la 
Delegación Municipal de Playas y Mar, así como al Departamento de 
Contratación.  
 
 
PUNTO 3º.- PROPUESTA DEL SR. TENIENTE DE ALCALDE DELEGADO DE 

PRESIDENCIA Y RECURSOS HUMANOS, D. DANIEL MANRIQUE DE 
LARA QUIRÓS, EN RELACIÓN CON EXPEDIENTES DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL: 

 
 

3º.1.-  Número 31/24 -Advo. (G-13118/24), para declarar la caducidad del 
expediente administrativo y proceder al archivo de las 
actuaciones. 

 



 
 
 
 
 

 Vista la propuesta presentada por el Sr. Teniente de Alcalde 
Delegado de Presidencia y Recursos Humanos, D. Daniel Manrique de Lara 
Quirós, de fecha 11 de febrero de 2026, con el siguiente contenido:  
 

 “Que, con fecha 5 de febrero de 2.026, por la Asesoría Jurídica 
Municipal se ha emitido informe que, literalmente trascrito, dice lo siguiente: 
 
“PROPUESTA DE RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE  31/24 - ADVO. (G-13118/24 
SEGUIDO COMO CONSECUENCIA DE RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL FORMULADA POR DOÑA JOSEFA BAZUELO HERNÁNEZ. - 
 

 Visto el expediente núm. 31/24 – Advo. (G-13118/24) seguido en 
esta Asesoría Jurídica a instancias de D. ª Josefa Bazuelo Hernández, con el fin 
de determinar la responsabilidad patrimonial de esta Administración. 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 PRIMERO. -  Mediante escrito de fecha de entrada en este Excmo. 

Ayuntamiento de 9 de agosto de 2.024, número 18974, mediante la que interesa 
indemnización por daños sufridos como consecuencia de caída en la Plaza 
Camilo José Cela. 

 
 SEGUNDO. - Con fecha de salida de Registro General de 28 de 

octubre de 2.024, número 10692, notificado en fecha 27 de noviembre, se 
requirió a la interesada, de conformidad con el art. 68 de la ley 39/2015, de 1 de 
octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas; a fin de que, en el plazo de diez días, procediera a la subsanación de 
su solicitud, al no reunir los requisitos establecidos en el art. 67.2 de la 
mencionada Ley 39/15. 

 
 
 TERCERO. –  Dado el tiempo transcurrido y ante la inactividad de 

la interesada, fue notificado mediante publicación en el BOE nº 278 de 19 de 
noviembre de 2.025, de advertencia de caducidad, mediante oficio de fecha 26 
de septiembre de 2.025, número 8838; todo ello de conformidad con el art. 95 
de la mencionada Ley 39/15. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 PRIMERO.- La Ley 39/15, de 2 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas en su art. 67.2 
establece que, “…Además de lo previsto en el art. 66, en la solicitud que realicen 
los interesados se deberán especificar las lesiones producidas, la presunta 
relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público la 
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el 
momento en que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de 



 
 
 
 
cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportunos y de 
la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse la 
reclamante.” 

 
 Por tanto, resulta inequívoco que, cuando se reclama una 

indemnización, es necesario que el reclamante concrete y defina el daño cuya 
indemnización reclama y que pruebe la realidad del mismo y su cuantificación, 
puesto que así lo exige también el art. 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 
 En efecto, es reiterada doctrina jurisprudencial la que afirma que 

“la viabilidad de la pretensión de indemnización por daños y perjuicios no es 
acogible simplemente por su planteamiento, sino que hay que demostrar 
cumplidamente su existencia, su cuantificación o las bases esenciales para 
calcular su importe y, en todo caso, la relación de causalidad entre el hecho 
productor del supuesto daño y su relación con la Administración” (STS 21-01-
83). 

 
 Asimismo, el Tribunal Supremo, en copiosa jurisprudencia, ha 

sentado el principio de que “cada parte soporta la carga de probar los daños 
que, no siendo notorios ni negativos y teniéndose por controvertidos, 
constituye el supuesto de hecho de la norma cuyas consecuencias jurídicas 
invoca a su favor” (STS 27-11-85, 19-02-90, 13-01-98, etc…). 

 
 Y es también reiterada jurisprudencia la que afirma que “las 

consecuencias perjudiciales de la falta de prueba han de recaer en quien tenga 
la carga de la misma”. 

 
 SEGUNDO. - El art. 68 de la LPAC, regula la subsanación de la 

solicitud y dispone que, si ésta no reúne los requisitos que señala el art. 66 de 
la misma, y, en su caso, los que señala el art. 67 y otros exigidos por la 
legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo 
de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con 
indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición 
previa resolución. 

 
 TERCERO. - Asimismo el art. 95 de la LPAC dispone en su apartado 

primero que “En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando 
se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le 
advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del 
procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las 
actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración 
acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la 
resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.” 

 
 Considerando que ha transcurrido el plazo de tres meses 

conferido por esta Administración a la interesada, sin que ésta haya realizado 
actividad alguna conducente a que el procedimiento continúe, dando lugar a 



 
 
 
 
una paralización real del procedimiento y que dicha paralización es imputable a 
la interesada a cuya instancia se incoó el mismo. 

 
 Por cuanto antecede, vistos los antecedentes mencionados, en 

cumplimiento de lo establecido en los artículos 95 de Ley 39/2015 y 175 del RD 
2568/1986, de 28 de noviembre, Reglamento de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en cuanto Instructora del 
expediente referenciado y para su consideración por la Junta de Gobierno 
Local, procedo a formular la siguiente  

 
 

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN 
 

 PRIMERO. - Declarar la CADUCIDAD del expediente administrativo 
instruido a instancias de D.ª Josefa Bazuelo Hernández, debido a la 
imposibilidad material de continuarlo. 

 
 SEGUNDO. - Proceder al archivo de las actuaciones y notificar 

dicho acuerdo al interesado, con la indicación de que, por ser definitivo en vía 
administrativa, podrá interponer contra el mismo recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción; si bien previamente podrá interponer recurso potestativo de 
reposición, conforme arts. 123 y 124 de Ley 39/15.” 

 
 Vista la propuesta de resolución del Instructor del expediente 

literalmente trascrita, el Teniente Alcalde Delegado de Presidencia y Recursos 
Humanos, a la Junta de Gobierno Local 

 

PROPONE 

 
 PRIMERO. - Declarar la CADUCIDAD del expediente administrativo 

instruido a instancias de D.ª Josefa Bazuelo Hernández, debido a la 
imposibilidad material de continuarlo. 

 
 SEGUNDO. - Proceder al archivo de las actuaciones y notificar 

dicho acuerdo al interesado, con la indicación de que, por ser definitivo en vía 
administrativa, podrá interponer contra el mismo recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción; si bien previamente podrá interponer recurso potestativo de 
reposición, conforme arts. 123 y 124 de Ley 39/15.” 

 
 Visto el expediente tramitado, por la Junta de Gobierno Local, por 

unanimidad acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad.  
 
 



 
 
 
 

3º.2.-  Número 39/24 -Advo. (G-15928/24), para declarar la caducidad del 
expediente administrativo y proceder al archivo de las 
actuaciones. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por el Sr. Teniente de Alcalde 

Delegado de Presidencia y Recursos Humanos, D. Daniel Manrique de Lara 
Quirós, de fecha 11 de febrero de 2026, con el siguiente contenido:  
 

 “Que, con fecha 5 de febrero de 2.026, por la Asesoría Jurídica 
Municipal se ha emitido informe que, literalmente trascrito, dice lo siguiente: 
 
“PROPUESTA DE RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE  39/24 - ADVO. (G-15928/24) 
SEGUIDO COMO CONSECUENCIA DE RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL FORMULADA POR DON FRANCISCO DOMÍNGUEZ SÁNCHEZ. - 
 

 Visto el expediente núm. 39/24 – Advo. (G-15928/24) seguido en 
esta Asesoría Jurídica a instancias de D. Francisco Domínguez Sánchez, con el 
fin de determinar la responsabilidad patrimonial de esta Administración. 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 PRIMERO. - Mediante escrito de fecha de entrada en este Excmo. 

Ayuntamiento de 1 de octubre de 2.024, número 22825, mediante la que 
interesa indemnización por daños sufridos en su vehículo debido a la existencia 
de piedras en la zona de aparcamientos de la Estación de Autobuses. 

  
 SEGUNDO. - Con fecha de salida de Registro General de 13 de 

noviembre de 2.024, número 11276, notificado en fecha 29 de noviembre, se 
requirió al interesado, de conformidad con el art. 68 de la ley 39/2015, de 1 de 
octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas; a fin de que, en el plazo de diez días, procediera a la subsanación de 
su solicitud, al no reunir los requisitos establecidos en el art. 67.2 de la 
mencionada Ley 39/15. 

 
 TERCERO. –  Dado el tiempo transcurrido y ante la inactividad del 

interesado, fue notificado mediante publicación en el BOE nº 278 de 19 de 
noviembre de 2.025, de advertencia de caducidad, mediante oficio de fecha 30 
de septiembre de 2.025, número 8890; todo ello de conformidad con el art. 95 
de la mencionada Ley 39/15. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 PRIMERO.- La Ley 39/15, de 2 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas en su art. 67.2 
establece que, “…Además de lo previsto en el art. 66, en la solicitud que realicen 
los interesados se deberán especificar las lesiones producidas, la presunta 



 
 
 
 
relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público la 
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el 
momento en que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de 
cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportunos y de 
la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse la 
reclamante.” 

 
 Por tanto, resulta inequívoco que, cuando se reclama una 

indemnización, es necesario que el reclamante concrete y defina el daño cuya 
indemnización reclama y que pruebe la realidad del mismo y su cuantificación, 
puesto que así lo exige también el art. 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 
 En efecto, es reiterada doctrina jurisprudencial la que afirma que 

“la viabilidad de la pretensión de indemnización por daños y perjuicios no es 
acogible simplemente por su planteamiento, sino que hay que demostrar 
cumplidamente su existencia, su cuantificación o las bases esenciales para 
calcular su importe y, en todo caso, la relación de causalidad entre el hecho 
productor del supuesto daño y su relación con la Administración” (STS 21-01-
83). 

 Asimismo, el Tribunal Supremo, en copiosa jurisprudencia, ha 
sentado el principio de que “cada parte soporta la carga de probar los daños 
que, no siendo notorios ni negativos y teniéndose por controvertidos, 
constituye el supuesto de hecho de la norma cuyas consecuencias jurídicas 
invoca a su favor” (STS 27-11-85, 19-02-90, 13-01-98, etc…). 

 
 Y es también reiterada jurisprudencia la que afirma que “las 

consecuencias perjudiciales de la falta de prueba han de recaer en quien tenga 
la carga de la misma”. 

 
 SEGUNDO. - El art. 68 de la LPAC, regula la subsanación de la 

solicitud y dispone que, si ésta no reúne los requisitos que señala el art. 66 de 
la misma, y, en su caso, los que señala el art. 67 y otros exigidos por la 
legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo 
de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con 
indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición 
previa resolución. 

 
 TERCERO. - Asimismo el art. 95 de la LPAC dispone en su apartado 

primero que “En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando 
se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le 
advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del 
procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las 
actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración 
acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la 
resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.” 

 



 
 
 
 

 Considerando que ha transcurrido el plazo de tres meses 
conferido por esta Administración a la interesada, sin que ésta haya realizado 
actividad alguna conducente a que el procedimiento continúe, dando lugar a 
una paralización real del procedimiento y que dicha paralización es imputable a 
la interesada a cuya instancia se incoó el mismo. 

 
 Por cuanto antecede, vistos los antecedentes mencionados, en 

cumplimiento de lo establecido en los artículos 95 de Ley 39/2015 y 175 del RD 
2568/1986, de 28 de noviembre, Reglamento de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en cuanto Instructora del 
expediente referenciado y para su consideración por la Junta de Gobierno 
Local, procedo a formular la siguiente  

 
PROPUESTA DE RESOLUCIÓN 

 
 PRIMERO. - Declarar la CADUCIDAD del expediente administrativo 

instruido a instancias de D. Francisco Domínguez Sánchez, debido a la 
imposibilidad material de continuarlo. 

 
 SEGUNDO. - Proceder al archivo de las actuaciones y notificar 

dicho acuerdo al interesado, con la indicación de que, por ser definitivo en vía 
administrativa, podrá interponer contra el mismo recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción; si bien previamente podrá interponer recurso potestativo de 
reposición, conforme arts. 123 y 124 de Ley 39/15.” 

 

 Vista la propuesta de resolución del Instructor del expediente 
literalmente trascrita, el Teniente Alcalde Delegado de Presidencia y Recursos 
Humanos, a la Junta de Gobierno Local 

 

PROPONE 

 
 PRIMERO. - Declarar la CADUCIDAD del expediente administrativo 

instruido a instancias de D. Francisco Domínguez Sánchez, debido a la 
imposibilidad material de continuarlo. 

 
 SEGUNDO. - Proceder al archivo de las actuaciones y notificar 

dicho acuerdo al interesado, con la indicación de que, por ser definitivo en vía 
administrativa, podrá interponer contra el mismo recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción; si bien previamente podrá interponer recurso potestativo de 
reposición, conforme arts. 123 y 124 de Ley 39/15.” 

 
 Visto el expediente tramitado, por la Junta de Gobierno Local, por 

unanimidad acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad.  



 
 
 
 

 
 
3º.3.-  Número 47/25 -Advo. (G-19491/25), para estimar la alegación 

presentada.  
 
 

 Vista la propuesta presentada por el Sr. Teniente de Alcalde 
Delegado de Presidencia y Recursos Humanos, D. Daniel Manrique de Lara 
Quirós, de fecha 11 de febrero de 2026, con el siguiente contenido:  
 

 “Que, con fecha 10 de febrero de 2.026, por la Asesoría Jurídica 
Municipal se ha emitido informe que, literalmente trascrito, dice lo siguiente: 
 
“PROPUESTA DE RESOLUCIÓN DEL EXPTE.  47/25 ADVO. (G-19491/2025) 
COMO CONSECUENCIA DE RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL FORMULADA POR LA COOPERATIVA AGRARIA “CAMPOS DE 
ROTA, S. COOP. AND. “- 
 
 Visto el expediente número 47/25 Advo seguido a instancias de la 
Cooperativa Agraria “CAMPOS DE ROTA, S. COOP. AND.”   con el fin de 
determinar la responsabilidad patrimonial de esta Administración, resulta: 
 
                                              ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 PRIMERO. - Mediante escrito, con fecha de entrada en este 
Ayuntamiento de 14 de noviembre de 2025, número de Registro 14492, D.  
Francisco García de Quirós Bellido,  en su condición de presidente del Consejo  
Rector de la Cooperativa “Campos de Rota” , solicitó que, previos los trámites 
legales, se procediera a reconocer el derecho  de la citada cooperativa a ser 
indemnizada, en la cantidad de 2.424,61 €,  con motivo de los costes de 
reparación de  una instalación eléctrica, que es compartida por el 
Ayuntamiento, y que  resultó dañada por el paso de un tornado, habiendo sido  
dichos costes de reparación asumidos íntegramente  por la cooperativa.  Al 
citado escrito se acompaña: Resolución de la Delegación Territorial de Cádiz   de 
Inscripción de la citada Cooperativa, factura emitida por AMETEL por 
reparación de la instalación eléctrica por importe de 4.849,23€, justificante de 
pago de la citada factura. 
 

  SEGUNDO. -  Por Decreto de fecha 15/12/2025 se procedió a la 
incoación del correspondiente expediente, indicándose el nombramiento de la 
Instructora y Secretaria y la tramitación que habría de seguir el expediente. 

 
          

 TERCERO. – Instruido el expediente, a la vista de la documentación 
aportada por la reclamante, así como de lo obrante en el informe emitido por el 
Ingeniero Técnico Municipal, y entendiendo que resultaba inequívoca la relación 
de causalidad entre la cantidad reclamada y el funcionamiento del servicio 



 
 
 
 
público municipal de alumbrado, con fecha de 08/01/2026 se notificó a la 
reclamante la suspensión del procedimiento general y su incoación como 
procedimiento simplificado ex art. 96.4 Ley 39/15. 

 
 Asimismo, en dicha notificación se concedía a la interesada plazo 

de cinco días para formular alegaciones; no formulando ésta nuevas 
alegaciones. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 PRIMERO.-   Según el art. 54 de la Ley 7/85, de 2 de abril, de Bases 
de Régimen Local y el art. 223 del Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (RD 2568/86, de 
28 de noviembre) “Las Entidades Locales responderá directamente de los 
daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Tal legislación 
general viene constituida por la ley 40/15, de 1 de octubre, que en el art. 32 (en 
concordancia con el art. 106.2 CE) establece que “Los particulares tendrán 
derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondiente, 
de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que 
la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga 
el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley En todo caso, el daño 
alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente  e individualizado con 
relación a una persona o grupo de personas.” 

 
 Por su parte, el Tribunal Supremo, en reiterada jurisprudencia, ha 

declarado que la responsabilidad patrimonial de la administración se configura 
como una responsabilidad objetiva o por el resultado, señalado como requisitos 
imprescindibles para poder declarar dicha responsabilidad patrimonial los 
siguientes: a) La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable 
económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de 
personas. b) Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente la 
calificación- de los servicios públicos en una relación directa e inmediata y 
exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que 
pudieran influir, alterando, el nexo causal. c)  Que el reclamante no tenga el 
deber jurídico de soportar el daño cabalmente causado por su propia conducta. 
d) Ausencia de fuerza mayor. En efecto, es doctrina jurisprudencial consolidada 
la que afirma, después de distinguir entre los supuestos de caso fortuito y de 
fuerza mayor, que sólo excluyen la responsabilidad patrimonial estos últimos y 
no los primeros (SSTS 15-02-68, 14-12-83, 15-02-86......). 
 

 Por otra parte, tampoco cabe olvidar que, como ya hemos 
señalado anteriormente, en relación con dicha responsabilidad patrimonial es 



 
 
 
 
doctrina jurisprudencial consolidada la que entiende que la misma es objetiva o 
de resultado, de manera que lo relevante no es el proceder antijurídico de la 
Administración sino la antijuricidad del resultado o lesión. 

 
 Pues bien, según recuerda la STS de 3 de octubre de 2007 "La 

antijuridicidad del daño viene exigiéndose por la jurisprudencia, baste al efecto 
la referencia a la sentencia de 22 de abril de 1994, que cita las de 19 enero y 7 
junio 1988, 29 mayo 1989, 8 febrero 1991 y 2 noviembre 1993, según la cual: 
"esa responsabilidad patrimonial de la Administración se funda en el criterio 
objetivo de la lesión, entendida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo 
sufre no tiene el deber jurídico de soportar, pues si existe ese deber jurídico 
decae la obligación de la Administración de indemnizar" (en el mismo sentido 
sentencias de 31-10-2000 y 30-10-2003)". 

 
 Un primer criterio de antijuridicidad lo constituye, como resulta 

evidente, que la lesión se haya causado con contravención de cualquier norma 
aplicable al supuesto de que se trate, lo cual, a sensu contrario define como "no 
antijurídica" esa lesión sufrida por el particular cuando existe algún precepto 
legal que le impone el deber de sacrificarse por la sociedad (STS de 27 
septiembre 1979 y de 10 de octubre de 1997). Otro criterio que ayuda a valorar 
la antijuridicidad de una lesión es que esta venga derivada de la situación de 
riesgo en que se colocó el propio perjudicado (STS 18 de octubre de 1999). 
También desaparecería la antijuridicidad de la lesión al existir causas de 
justificación en el productor del daño, esto es en el actuar de la Administración 
(STS de 5 de febrero de 1996). Como es lógico, la lesión no será antijurídica si 
la ley faculta a la Administración para actuar de la manera en que lo ha hecho, 
o lo que es lo mismo cuando "concurre una causa que la excluye y un derecho 
que ampara el actuar administrativo, generando la obligación jurídica de 
soportar el daño" (STS de 16 de diciembre de 1997). Finalmente, la lesión no 
será antijurídica si existe "un titulo que imponga al administrado la obligación 
de soportar la carga" (STS de 3 enero 1979) o bien una causa justificativa que 
legitime el perjuicio. 

 
  En definitiva, debe concluirse que para que el daño concreto 

producido por el funcionamiento del servicio a uno o varios particulares sea 
antijurídico basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los 
límites impuestos por los estándares de seguridad exigibles conforme a la 
conciencia social. 
 

 SEGUNDO. - Por lo que se refiere a la prueba, según los arts.  67 y 
77 de la ley 39/2015 y el art. 217.2 Ley de Enjuiciamiento Civil, corresponde al 
reclamante acreditar la existencia de la relación de causalidad entre la actividad 
de la Administración y el daño alegado. 
 
            En este sentido, es reiterada doctrina jurisprudencial la que afirma 
que “la viabilidad de la pretensión de indemnización por daños y perjuicios no 
es acogible simplemente por su planteamiento, sino que hay que demostrar 



 
 
 
 
cumplidamente su existencia, su cuantificación o las bases esenciales para 
calcular su importe y, en todo caso, la relación de causalidad entre el hecho 
productor del supuesto daño y su relación con la Administración” (STS 21-01-
83). Por su parte, corresponde a la Administración, titular del servicio, en el 
caso de ser controvertido, la acreditación de las circunstancias de hecho que 
definan el estándar de rendimiento ofrecido por el servicio público para evitar 
las situaciones de riesgo de la lesión patrimonial, y –en caso de su invocación- 
la acreditación de la existencia de fuerza mayor exonerante” 
 
            Asimismo, el Tribunal Supremo, en copiosa jurisprudencia, ha 
sentado el principio de que “cada parte soporta la carga de probar los daños 
que, no siendo notorios ni negativos y teniéndose por controvertidos, 
constituye el supuesto de hecho de la norma cuyas consecuencias jurídicas 
invoca a su favor” (STS 27-11-85, 19-02-90, 13-01-98, etc.).  
 
           Y es también reiterada jurisprudencia la que afirma que “las 
consecuencias perjudiciales de la falta de prueba han de recaer en quien tenga 
la carga de la misma”. 
 

 TERCERO. - La aplicación de la doctrina legal y jurisprudencial 
expuesta al presente caso evidencia, sin ningún género de duda, que ha 
resultado plenamente acreditada la relación de causalidad entre la cantidad 
reclamada  y el funcionamiento del servicio público de alumbrado  que, según  
el artículo 26 de la Ley 7/1985,de 2 de abril ,incumbe al Municipio, así como el 
carácter antijurídico de los mismos  y ello en base tanto a la obligación -
establecida en el art. 395 del CC-  que tiene todo copropietario de contribuir a 
los gastos de reparación de elementos comunes como  a  la doctrina 
jurisprudencial que prohíbe el enriquecimiento injusto 

 
 En efecto, de las actuaciones que obran en el expediente 

administrativo (particularmente, la factura emitida por AMETEL por reparación 
de la instalación eléctrica por importe de 4.849,23€, y justificante de pago por 
la cooperativa de la citada factura, así como el informe emitido por el Ingeniero 
Técnico Municipal) deben darse por probados los siguientes hechos y 
circunstancias:  

 
-que como consecuencia del paso de una manga marina el día 29 de 

octubre de 2025, la cooperativa “Campos de Rota” se quedó sin suministro 
eléctrico al igual que ocurrió con las instalaciones de las antenas de 
telecomunicación municipal ubicadas en el mismo lugar. 

 
- que los daños ocasionados por la manga marina sobre la instalación de 

media tensión da servicio a dos suministros eléctricos: uno perteneciente a la 
cooperativa y otro perteneciente al Ayuntamiento. 

 



 
 
 
 

- que la reparación de dicha avería fue realizada por la empresa AMETEL 
(empresa contratista homologada por ENDESA) y ascendió a la cantidad de 
4.849,23€ (IVA incluido) 

  
- que dichos costes de reparación fueron abonados íntegramente por la 

cooperativa, pese a que, como ya se ha señalado, la instalación averiada 
también da suministro eléctrico al Ayuntamiento 

 
 Así las cosas, resulta preciso tener en cuenta no sólo la normativa 

y jurisprudencia anteriormente citada, sino muy particularmente lo dispuesto 
en el art. 395 del CC, que establece: 

 
 “Todo copropietario tendrá derecho para obligar a los partícipes a 

contribuir a los gastos de conservación de la cosa o derecho. Sólo podrá 
eximirse de esta obligación el que renuncie a la parte que le pertenece en el 
condominio” 

 
 Lo anterior vine, además, corroborado por el principio de 

prohibición del enriquecimiento injusto, el cual constituye un auténtico principio 
general del Derecho en el ordenamiento jurídico español, tal y como ha sido 
reiteradamente proclamado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Este 
principio se aplica de forma subsidiaria, en defecto de ley y de costumbre, y 
tiene como finalidad evitar que una persona se enriquezca injustamente o sin 
causa a costa de otra. La jurisprudencia lo reconoce como fuente de 
obligaciones y como cláusula de cierre del sistema de Derecho de obligaciones, 
permitiendo la restitución en los supuestos en que se produce un 
desplazamiento patrimonial carente de causa jurídica suficiente. 

 
  Habida cuenta de lo expuesto, en el presente caso no ofrece 

género de duda que, si el Ayuntamiento no contribuye con la cooperativa a 
sufragar los costes de reparación de la instalación eléctrica de la que se sirven 
ambos, se estaría produciendo un enriquecimiento injusto del Ayuntamiento y, 
al mismo tiempo, la cooperativa sufriría un daño efectivo, evaluable 
económicamente e individualizado, que no tiene el deber jurídico de soportar. 
E, igualmente, no cabe duda alguna de la relación de causalidad entre ese daño 
y el funcionamiento del servicio municipal, (entendido éste en el sentido amplio 
con que lo entiende la jurisprudencia, como comprensivo de toda actividad de 
la Administración sometida a derecho administrativo, SSTS de 14-04-81, 21-09-
84,27-03-80, entre otras), todo lo cual determina la responsabilidad 
patrimonial de esta Administración Local. 

 
 CUARTO. - Todo lo anteriormente expuesto conduce 

inexorablemente a entender que la pretensión suscitada por la reclamante, 
consistente en el reconocimiento del derecho a ser reembolsada en la cantidad 
de 2.424,61 €, ES CONFORME con lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y la Ley 39/2015 del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 



 
 
 
 
Asimismo, la cantidad a que ascienden la reclamación (2.424,61 €, es decir el 
50% de 4.849,23 €) queda acreditada con la factura emitida por AMETEL por 
reparación de la instalación eléctrica por importe de 4.849,23€, y justificante 
de pago por la cooperativa de la citada factura. 

  
 Por cuanto antecede, vistos los antecedentes mencionados, en 

cumplimiento de lo establecido en los artículos 91 de Ley 39/2015   y 175 del RD 
2568/1986, de 28 de noviembre, Reglamento de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en cuanto Instructora del 
expediente referenciado y para su consideración por la Junta de Gobierno Local 
procedo a formular la siguiente  

 
PROPUESTA DE RESOLUCIÓN 

 
 Primero. - ESTIMAR la reclamación de responsabilidad presentada, 

por ser conforme con lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público y la Ley 39/2015 del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, reconociendo el 
derecho de LA COOPERATIVA AGRARIA “CAMPOS DE ROTA, S. COOP. AND. “, 
a ser indemnizada en la cantidad de DOS MIL CUATROCIENTOS VIENTICUATRO 
EUROS CON SESENTA Y UN CÉNTIMOS (2.424,61 €,). 
 

 Segundo- Para la efectividad del derecho reconocido, se 
procederá a la ordenación del pago con cargo a la partida presupuestaria 5-
920-226-05.  

 
 Tercero. - Que se notifique dicho acuerdo a la interesada con la 

indicación de que, por poner fin a la vía administrativa, únicamente podrán 
interponer contra el mismo recurso contencioso-administrativo en la forma y 
plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha jurisdicción, si bien previamente 
podrán interponer recurso potestativo de reposición, conforme arts. 123 y 124 
de Ley 39/15.” 

 
 Vista la propuesta de resolución de la Instructora del expediente 

literalmente trascrita, el Teniente Alcalde Delegado de Presidencia y Recursos 
Humanos, a la Junta de Gobierno Local 

PROPONE 
 
 Primero. - ESTIMAR la reclamación de responsabilidad presentada, 

por ser conforme con lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público y la Ley 39/2015 del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, reconociendo el 
derecho de LA COOPERATIVA AGRARIA “CAMPOS DE ROTA, S. COOP. AND. “, 
a ser indemnizada en la cantidad de DOS MIL CUATROCIENTOS VIENTICUATRO 
EUROS CON SESENTA Y UN CÉNTIMOS (2.424,61 €,). 
 



 
 
 
 

 Segundo- Para la efectividad del derecho reconocido, se 
procederá a la ordenación del pago con cargo a la partida presupuestaria 5-
920-226-05.  

 
 Tercero. - Que se notifique dicho acuerdo a la interesada con la 

indicación de que, por poner fin a la vía administrativa, únicamente podrán 
interponer contra el mismo recurso contencioso-administrativo en la forma y 
plazos indicados en la Ley Reguladora de dicha jurisdicción, si bien previamente 
podrán interponer recurso potestativo de reposición, conforme arts. 123 y 124 
de Ley 39/15.” 
 

 Visto el expediente tramitado, por la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad.  

 
 

PUNTO 4º.- URGENCIAS.  
  
 
 No se somete a consideración de los miembros de la Junta de 
Gobierno ningún asunto en el punto de urgencias.  
 

   
PUNTO 5º.- RUEGOS Y PREGUNTAS. 
 
  
 No se formula ningún ruego ni pregunta.  
 
 
PUNTO 6º.- ASISTENCIA AL SR. ALCALDE EN EL EJERCICIO DE SUS 

ATRIBUCIONES. 
 
 
 No se somete a la consideración de los miembros de la Junta de 
Gobierno Local ningún asunto en el punto de asistencia al Sr. Alcalde en el 
ejercicio de sus atribuciones. 
 
 
 Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levantó la sesión, 
siendo las trece horas y treinta y cinco minutos del día expresado al inicio, 
redactándose la presente acta, de todo lo cual, yo, como Vicesecretaria General, 
certifico, con el visado del señor Alcalde-Presidente. 
 
 

           Vº Bº 
EL ALCALDE-PRESIDENTE 
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